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Tema: PRUEBA DE LA EXTENSIÓN DE LA CONVENCIÓN COLECTIVA A TRABAJADORES NO SINDICALIZADOS. Ha sido posición reiterada de la Sala de Casación Laboral, considerar que demostrar que el sindicato agrupa el porcentaje de trabajadores de la empresa necesarios para hacer extensivos los beneficios convencionales a los trabajadores no sindicalizados, no requiere prueba solemne, por lo que para el efecto basta con hacer uso de los diferentes medios de prueba previstos en el ordenamiento legal en orden a lograr tal acreditación. Al respecto expresó:  
“Con todo quiere la Sala advertir que para demostrarse que un sindicato es mayoritario, no necesariamente debe establecerse a través del censo, pues existen distintos medios de prueba de orden legal a los cuales pueden acudir las partes y el juez. Sin embargo, en este asunto, se analizaron las resoluciones que contenían el censo hecho en la entidad, porque la parte demandante al adicionar la demanda presentó como prueba la documental que lo registraba, sin que el ISS se opusiera a ella
”.
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AUDIENCIA PÚBLICA

SALUDO. BUEN DÍA
Hoy, veintisiete de julio de dos mil dieciséis, siendo las once de la mañana, la Sala de Decisión Laboral Nº 2 del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, se declara en audiencia pública con el propósito de resolver el recurso de apelación interpuesto por la señora SORAYA MILENA MORALES SALAZAR en contra de la sentencia proferida por el Juzgado Tercero Laboral del Circuito el 13 de mayo de 2015, dentro del proceso que promueve en contra de la EMPRESA DE ACUEDUCTO Y ALCANTARILLADO DE PEREIRA S.A. ESP, cuya radicación corresponde al Nº 66001-31-05-003-2014-00262-01. 

Al acto comparecen las personas que a continuación se identifican:
Demandante y su apoderado:

Demandado y su apoderado:

ANTECEDENTES

Pretende la señora Soraya Milena Morales Salazar que la justicia laboral declare que entre ella y la Empresa de Acueducto y Alcantarillado de Pereira S.A. ESP existió un contrato de trabajo entre el 31 de enero de 2008 y el 23 de diciembre de 2011 y con base en ello aspira que como beneficiaria de la convención colectiva de trabajo suscrita entre la sociedad accionada y el sindicato de sus trabajadores, se le condene a cancelar cesantías y sus intereses, multa por el no pago de intereses, primas de servicios, vacaciones, primas de vacaciones, primas de navidad, la indemnización por despido sin justa causa, los aportes al sistema de seguridad social, las sanciones moratorias previstas en los artículos 65 del C.S.T. y 99 de la Ley 50 de 1990, lo que quede resulte probado extra y ultra petita y las costas procesales a su favor.
En su relato fáctico refiere que: Prestó sus servicios personales a favor de la Empresa de Acueducto y Alcantarillado de Pereira S.A. ESP entre el 31 de enero de 2008 y el 23 de diciembre de 2011 mediante varios contratos de prestación de servicios; la relación fue de índole laboral, pues siempre estuvo bajo la continuada dependencia y subordinación de la empresa demandada las funciones que desempeñaba fueron la de atención al usuario, administración de la información y apoyo al proceso de medición; el 23 de diciembre de 2011 fue despedida sin justa causa por parte de la sociedad accionada; a pesar de ser beneficiaria de la convención colectiva de trabajo suscrita entre la empresa demandada y el sindicato de sus trabajadores, nunca se le cancelaron las prestaciones sociales a que tenía derecho; y que elevó reclamación de reconocimiento de la relación laboral y el pago de las obligaciones derivadas de ella, la cual fue resuelta desfavorablemente el 26 de septiembre de 213 mediante oficio Nº 1401-10117.
Al contestar la demanda –fls.148 a 178- la Empresa de Acueducto y Alcantarillado de Pereira S.A. ESP aceptó únicamente los hechos relacionados con la reclamación elevada por la actora y su respectiva respuesta. Frente a los demás hechos manifestó que no eran ciertos. Propuso las excepciones de “Falsa motivación en los argumentos de la demanda”, “No afectación a la igualdad material en salarios y prestaciones”, “Inexistencia de la unidad contractual solicitada en la demanda”, “Falta de causa, inexistencia de la obligación y cobro de lo no debido”, “Inexistencia de igualdad”, “Prescripción” y “Temeridad”. 
Por medio de escrito adjunto a la contestación de la demanda el cual se ve a folios 179 a 182 del expediente, la Empresa de Acueducto y Alcantarillado de Pereira S.A. ESP solicitó que se llamara en garantía al señor Carlos Abdiel Castaño Castellanos en su calidad de interventor de los contratos de prestación de servicios suscritos por la demandada con la señora Soraya Milena Morales Salazar.
A su turno, el señor Carlos Abdiel Castaño Castellanos se dispuso a dar respuesta a la demanda y al llamamiento en garantía –fls.238 a 243-. Respecto al libelo introductorio manifestó que era cierto que la demandante prestó sus servicios a favor de la empresa demandada mediante varios contratos de trabajo en los extremos señalados por ella, así como las funciones por ella desempeñada. Respecto a los demás hechos expresó que no le constaban.

Frente al llamamiento en garantía, argumentó que no había lugar a él, pues no hay razón alguna para que él responda por unas obligaciones que eventualmente estarían en cabeza de la Empresa de Acueducto y Alcantarillado de Pereira S.A. ESP; motivo por el que propuso la excepción de mérito que denominó “Inexistencia de presupuestos jurídicos y de hecho para el llamamiento en garantía”. 
En sentencia de 13 de mayo de 2015, la funcionaria de primer grado con base en las pruebas allegadas declaró que entre la demandante y la sociedad accionada existió un contrato de trabajo que se prolongó entre el 31 de enero de 2008 y el 23 de diciembre de 2011. Posteriormente señaló que no es posible darle aplicación al convención colectiva de trabajo suscrita por la empresa y Sintraemsdes, por cuanto no obra en el proceso prueba alguna que de fe de cuantos eran los trabajadores de la Empresa de Acueducto y Alcantarillado de Pereira durante el tiempo que estuvo vinculada la actora, y cuántos de ellos pertenecían al sindicato, razón por la que no es posible establecer si más de la tercera parte de los trabajadores se encontraba afiliado; motivo por el que determinó que se liquidarán las prestaciones sociales a que tenga derecho la señora Soraya Milena Morales Salazar con base en el C.S.T.
Antes de liquidar las prestaciones sociales a que tiene derecho la demandante, declaró parcialmente probada la excepción de prescripción sobre todas aquellas obligaciones causadas con anterioridad al 8 de mayo de 2011, dado que la reclamación administrativa fue presentada el 23 de septiembre de 2013 y la demanda se presentó el 8 de mayo de 2014.

Aclarado lo anterior, concluyó que la actora tiene derecho a que se le reconozcan las siguientes sumas de dinero: $9.171.676,33 por concepto de cesantías, $310.043 por concepto de intereses a las cesantías, indemnización por no pago de las cesantías, $2.583.694 por concepto de primas de servicios y $1.178.399 por concepto de compensación por vacaciones. 
También estableció que hay lugar a condenar a la empresa accionada a reconocer y pagar las sanciones moratorios previstas en los artículos 65 del C.S.T. y 99 de la Ley 50 de 1990, por cuanto el empleador incumplió su deber de pagar las prestaciones sociales y consignar las cesantías a favor de la trabajadora y porque dicha entidad no demostró que su actuar estuvo revestido de buena fe. No obstante, recordó que todas aquellas obligaciones causadas antes del 8 de mayo de 2011 se encontraban prescritas, por lo que absolvió a la Empresa de Acueducto y Alcantarillado de Pereira S.A. ESP de cancelar la sanción por no consignación de las cesantías. Y en cuanto a la indemnización prevista en el artículo 65 del C.S.T. determinó que al haberse presentado la demanda con posterioridad a los 24 meses siguientes a la terminación del vínculo laboral, solo hay lugar a reconocer intereses moratorios a la tasa máxima de créditos de libre asignación certificados por la Superintendencia Financiera a partir del mes veinticinco, esto es, desde el 24 de diciembre de 2013.
En lo concerniente con la terminación del contrato de trabajo, manifestó que no hay lugar a acceder a la indemnización por despido sin justa causa, debido a que en el proceso no quedó demostrada cual fue la razón que dio lugar a que el vínculo laboral finalizara el 23 de diciembre de 2011. 

Condenó igualmente a la sociedad demandada a reembolsarle la demandante las cotizaciones realizadas al sistema de seguridad social en salud y pensiones.

Finalmente señaló que no hay lugar a que el señor Carlos Abdiel Castaño Castellanos responda por el pago de las obligaciones laborales contraídas por la Empresa de Acueducto y Alcantarillado de Pereira S.A. con la demandante.

Inconforme parcialmente con la decisión, la señora Soraya Milena Morales Salazar interpuso recurso de apelación, frente a los siguientes puntos:

1. Considera que tiene derecho a que se reconozca que es beneficiaria de la convención colectiva de trabajo que se encontraba vigente entre el 31 de enero de 2008 y el 23 de diciembre de 2011, por cuanto quedó demostrado en el proceso que más de la tercera parte de la empresa estaba afiliada al Sindicato Simtraemsdes, por lo que la misma le era extensiva a ella.

2. Sostiene que el término de prescripción fue erróneamente contabilizado por parte de la falladora de primera instancia, pues al haberse realizado la reclamación administrativa el 23 de septiembre de 2013 e interpuesto la presente acción el 8 de mayo de 2014, los derechos que se encontraban cobijados por ese fenómeno jurídico eran los causados con anterioridad al 23 de septiembre de 2010; por lo que la sanción moratoria frente a la no consignación de las cesantías causadas para el año 2010, no se encuentra prescrita, pues el deber del empleador era consignarlas antes del 14 de febrero de 2011.
3. En cuanto a la sanción moratoria prevista en el artículo 65 del C.S.T. debe tenerse en cuenta que si bien la demanda fue presentada con posterioridad a los primeros 24 meses después de finalizado el contrato, lo cierto es que la reclamación administrativa se hizo dentro de ese plazo, por lo que tiene derecho a que se le reconozca la sanción de un día de salario por cada día de retardo hasta los 24 meses.
4. Finalmente solicita que se le reconozca la indemnización por despido sin justa causa, pues dentro del proceso quedó demostrado el despido y la sociedad demandada no probó que el mismo hubiese ocurrido por una justa causa.

En este estado se corre traslado a los asistentes para que presenten sus alegatos.
Oídas las argumentaciones a esta Sala de Decisión le corresponde resolver los siguientes PROBLEMAS JURIDICOS:
¿Tiene derecho la demandante a beneficiarse de la convención colectiva de trabajo suscrita entre la Empresa de Acueducto y Alcantarillado de Pereira S.A. con el sindicato de sus trabajadores?

¿Ha operado en el presente asunto el fenómeno de la prescripción?

¿Tiene derecho la accionante a que se le reconozca la sanción moratoria prevista en el artículo 99 de la Ley 50 de 1990, por las cesantías no consignadas en el año 2010?
¿Hay lugar a reconocer a favor de la señora Soraya Milena Morales Salazar la sanción de un día de salario por cada día de retardo hasta por los 24 primeros meses prevista en el artículo 65 del C.S.T.?

¿Tiene derecho la actora a que se le reconozca la indemnización por despido sin justa causa? 

Con el propósito de dar solución a los interrogantes en el caso concreto, se considera necesario precisar, los siguientes aspectos:
PRUEBA DE LA EXTENSIÓN DE LA CONVENCIÓN COLECTIVA A TRABAJADORES NO SINDICALIZADOS.

Ha sido posición reiterada de la Sala de Casación Laboral, considerar que demostrar que el sindicato agrupa el porcentaje de trabajadores de la empresa necesarios para hacer extensivos los beneficios convencionales a los trabajadores no sindicalizados, no requiere prueba solemne, por lo que para el efecto basta con hacer uso de los diferentes medios de prueba previstos en el ordenamiento legal en orden a lograr tal acreditación. Al respecto expresó:  

“Con todo quiere la Sala advertir que para demostrarse que un sindicato es mayoritario, no necesariamente debe establecerse a través del censo, pues existen distintos medios de prueba de orden legal a los cuales pueden acudir las partes y el juez. Sin embargo, en este asunto, se analizaron las resoluciones que contenían el censo hecho en la entidad, porque la parte demandante al adicionar la demanda presentó como prueba la documental que lo registraba, sin que el ISS se opusiera a ella
”.

EL CASO CONCRETO
Expresa la señora Soraya Milena Morales Salazar en la sustentación del recurso de apelación que tiene derecho a beneficiarse de la convención colectiva de trabajo suscrita entre la empresa demandada y el sindicato de sus trabajadores, misma que fue aportada a folios 22 a 86 del expediente y que tiene la respectiva nota de depósito ante el Ministerio de la Protección Social.

En ese sentido, no hay discusión en que la señora Soraya Milena Morales Salazar no pertenecía al sindicato de trabajadores de la empresa demandada “Simtraemsdes”, por lo que de conformidad con el artículo 471 del C.S.T. para que la convención colectiva de trabajo le fuera extensiva debía acreditarse dentro del proceso que más de la tercera parte de los trabajadores de la Empresa de Acueducto y Alcantarillado de Pereira S.A. se encontraban afiliados a la organización sindical.
Frente a este requisito, la Jefe del Departamento de Gestión Humana de la entidad demandada mediante oficio Nº 415-1401-00-3475 –fl.267- certificó que durante los años 2008, 2009, 2010 y 2011 la empresa contaba con 269, 266, 246 y 268 trabajadores respectivamente; y a folio 87 aparece certificación emitida por el secretario de la organización sindical “Simtraemsdes Subdirectiva Pereira” quien informa que entre el 31 de enero de 2008 y el 23 de diciembre de 2011 –extremos del contrato de trabajo- los trabajadores de la Empresa de Acueducto y Alcantarillado de Pereira S.A. que estuvieron afiliados al sindicato fueron 235. 

Lo anterior permite colegir que durante el término que duró el contrato de trabajo entre la señora Morales Salazar y la sociedad accionada, más de la tercera parte de sus trabajadores estuvieron afiliados al sindicato de sus trabajadores, por lo que los beneficios propios de la convención colectiva de trabajo le son extensibles; razón por la que se procederán a liquidar las prestaciones sociales a que tiene derecho la actora con base en la precitada convención.

Antes de realizar la mencionada liquidación, debe recordarse que uno de los puntos de inconformidad de la demandante es frente a la contabilización del término de prescripción, en ese aspecto se observa que escrito visible a folios 16 a 18 el cual es dirigido por la demandante al gerente de la empresa demandada, en donde reclama el pago de unos derechos de índole laboral, sin embargo, en él no se ve el recibido que de fe cuando fue entregada esa reclamación; no obstante, como a folio 19 del expediente se ve respuesta a la reclamación, la cual fue emitida el 26 de septiembre de 2013, y como quiera que de conformidad con lo previsto en el artículo 6º del C.P.T. y de la S.S. la reclamación se agota cuando la misma se haya decidido y mientras está pendiente el agotamiento se suspende el término de prescripción, como el 26 de septiembre de 2013 se presentó la reclamación, en esa fecha operó la interrupción de la prescripción y a la vez se suspendió la reiniciación del conteo del nuevo término hasta el momento en que se notifique la decisión que resuelva la reclamación, de allí que al haberse presentado la demanda el 8 de mayo de 2014 –fl.128- todas aquellas obligaciones laborales surgidas con anterioridad al 26 de septiembre del 2010 se encuentran cobijadas por el fenómeno de la prescripción y no las anteriores al 8 de mayo de 2011 como lo determinó la funcionaria de primer grado; lo anterior con la salvedad de las cesantías, puesto que el término prescriptivo para esa prestación solo empieza a correr a partir de la finalización del vínculo laboral y las vacaciones, que en el presente asunto no se encuentran prescritas de conformidad con lo señalado en el artículo 187 del C.S.T.
PRESTACIONES SOCIALES RECONOCIDAS CON BASE EN LA CONVENCION 
Cesantías: Está dispuesto en el artículo 58 de la convención colectiva de trabajo que a partir del 1º de enero de 1998 y durante la vigencia de la convención, se liquidarán las cesantías en los casos que lo establezca la Ley, para el pago de valorización  y ampliación o mejora de vivienda, sin embargo, no establece una prerrogativa superior a la prevista en la Ley, por lo que la misma debe de liquidarse de conformidad con lo indicado en el artículo 249 del C.S.T., tal y como lo realizó la a quo, y como el monto fijado por ella no fue motivo de controversia, dicha condena se mantendrá.
Prima de servicios: El artículo 54 de la convención prevé, que esta prestación debe ser liquidada como lo ordena la Ley, y como la misma fue calculada por la falladora de primera instancia conforme a lo previsto en el artículo 306 del C.S.T. sin que el monto haya sido objetado por la parte actora, se conservará.

Intereses a las cesantías y Vacaciones: Al revisar en su integridad la convención colectiva de trabajo, no se evidencian normas que traten una forma diferente de liquidación de estas prestaciones a las previstas en la Ley, por lo que al no controvertirse los cálculos realizados en primera instancia, esas condenas permanecerán.
Prima de navidad: Prevé el artículo 55 de la convención colectiva de trabajo, que a partir del 1º de enero de 1998 la empresa cancelará a sus trabajadores por ese concepto seis días de salario, pagaderos el 10 de diciembre de cada anualidad; por lo que tiene derecho la accionante a que se le cancele por dicho concepto la suma de $1.039.618 ($512.632 por el año 2010 y $526.986 por el año 2011).
Prima de vacaciones: Establece el artículo 56 de la convención colectiva de trabajo que la empresa cancelará a favor de sus trabajadores 44 días de salario por ese concepto, no obstante, esa situación fue modificada por el artículo dieciséis de la convención colectiva suscrita el 7 de febrero de 2005, en donde se manifestó que los trabajadores que ingresaran a partir del 1º de enero de 2005, recibirán por ese concepto 12 días de salario a partir del segundo año de su ingreso. Así las cosas tiene derecho la actora a que se le reconozca por este concepto la suma de $1.967.983 ($1.025.264 por 12 días correspondientes al año comprendido entre el 31 de enero de 2010 y el 30 de enero de 2011 y $942.719 correspondientes a 10.73 días por el periodo comprendido entre el 31 de enero de 2011 y el 23 de diciembre de esa misma anualidad).
En cuanto a la sanción moratoria del artículo 99 de la Ley 50 de 1990, debe recordarse que la funcionaria de primer grado determinó que la misma se había causado a favor de la señora Soraya Milena Morales Salazar, por cuanto la Empresa accionada no consignó las mismas en el fondo de elección de la demandada y porque no encontró que esa omisión hubiera obedecido a una actuación de buena fe del empleador, situación que no fue controvertida. No obstante, negó la misma al encontrar que todos los derechos causados antes del 8 de mayo de 2011 se encontraban prescritos, sin embargo, como se dijo líneas atrás, esa calenda tomada por la a quo es incorrecta, pues en realidad la prescripción solo afecta los derechos que se hubieren causado con antelación al 26 de septiembre de 2010, y como la Empresa de Acueducto y Alcantarillado de Pereira S.A. ESP tenía la obligación de consignar las cesantías causadas en el año 2010 antes del 14 de febrero de 2011, hay lugar a reconocer y pagar a favor de la accionante un día de salario por cada día de retardo hasta el 23 de diciembre de 2011, fecha en que finalizó el contrato de trabajo, pues a partir de esa calenda correría eventualmente la sanción prevista en el artículo 65 del C.S.T.
Toda vez que el salario devengado mensualmente por la actora en el año 2011 fue igual a la suma de $2.634.929, esto es por día la suma de $87.830,97; tiene derecho a que se le reconozca como sanción por no consignación de las cesantías la suma de $27.139.770.

Respecto a la inconformidad referente a la negativa del juzgado a reconocer y cancelar la indemnización del artículo 65 del C.S.T., por cuanto la presente acción fue iniciada con posterioridad a los 24 meses siguientes a la terminación del contrato de trabajo, la Sala de Casación Laboral desde sentencia del 6 de mayo de 2010 radicación Nº 36.577 ha señalado que para que proceda esa sanción, la acción debe iniciarse dentro de los 24 meses siguientes a la finalización de la relación laboral, lo que expresó de la siguiente manera: 
“No obstante las notorias deficiencias en la redacción de la norma, esta Sala de la Corte entiende que la intención del legislador fue la de establecer un límite temporal a la indemnización moratoria originalmente concebida por el artículo 65 del Código Sustantivo del Trabajo, de tal suerte que, como regla general, durante los veinticuatro (24) meses posteriores a la extinción del vínculo jurídico el empleador incumplido deberá pagar una suma igual al último salario diario por cada día de retardo, siempre y cuando el trabajador haya iniciado su reclamación ante la justicia ordinaria dentro de esos veinticuatro (24) meses, como aconteció en este caso.

Después de esos veinticuatro (24) meses, en caso de que la situación de mora persista, ya no deberá el empleador una suma equivalente al último salario diario, sino intereses moratorios a la tasa máxima de créditos de libre asignación certificada por la Superintendencia Bancaria, hoy Financiera, hasta cuando el pago de lo adeudado se verifique efectivamente; intereses que se calcularán sobre las sumas debidas por concepto de salarios y prestaciones en dinero.

Cuando no se haya entablado demanda ante los estrados judiciales, dentro de los veinticuatro (24) meses siguientes al fenecimiento del contrato de trabajo, el trabajador no tendrá derecho a la indemnización moratoria equivalente a un (1) día de salario por cada día de mora en la solución de los salarios y prestaciones sociales, dentro de ese lapso, sino a los intereses moratorios, a partir de la terminación del contrato de trabajo, a la tasa máxima de créditos de libre asignación certificada por la Superintendencia Financiera.”.

Así las cosas, adecuada resultó la decisión proferida por el Juzgado Tercero Laboral del Circuito, por cuanto la relación laboral culminó el 23 de diciembre de 2011 y la presente acción solo vino a interponerse el 8 de mayo de 2014, es decir, pasados los 24 meses siguientes a la finalización del contrato de trabajo.
Finalmente en lo que tiene que ver con la indemnización por despido injusto, el artículo 4º de la convención colectiva de trabajo determina que los trabajadores que se vinculen a la Empresa de Acueducto y Alcantarillado de Pereira S.A. ESP lo harán por medio de contratos de trabajo a término indefinido.
Así las cosas, como el contrato de trabajo de la señora Soraya Milena Morales Salazar fue terminado el 23 de diciembre de 2011, le correspondía a la entidad accionada demostrar que el mismo había sido terminado por una de las justas causas previstas en el parágrafo del artículo 69 de la convención colectiva de trabajo, lo cual no se demostró en el proceso, motivo por el que tiene derecho la actora a que se le reconozca la indemnización por despido sin justa causa prevista en el parágrafo 2º del mencionado artículo, por lo que al haber prestado sus servicios durante 3 años 10 meses y 22 días, tiene derecho a que se le cancele 45 días de salario por el primer año y 15 días de salario cada año de servicios subsiguiente y proporcionalmente por fracción, se le adeuda entonces por ese concepto la suma de $7.765.722 (Primer año: $3.952.394, por el segundo año: $1.317.464,5, por el tercer año: $1.317.464,5 y por la fracción del cuarto año: $1.178.399).
De conformidad con lo expuesto, se modificarán los ordinales tercero, quinto y sexto de la sentencia proferida por el Juzgado Tercero Laboral del Circuito el 13 de mayo de 2015.

Costas en esta instancia no se causaron.

En mérito de lo expuesto, la Sala de Decisión Laboral Nº 2 del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, 

RESUELVE

PRIMERO. MODIFICAR los ordinales TERCERO, QUINTO y SEXTO de la sentencia recurrida, los cuales quedarán así:
TERCERO. CONDENAR a la EMPRESA DE ACUEDUCTO Y ALCANTARILLADO DE PEREIRA S.A ESP a reconocer y pagar a favor de la señora SORAYA MILENA MORALES SALAZAR, las siguientes sumas de dinero:
a. Cesantías: $9.171.676,33

b. Intereses a las cesantías: $310.043

c. Indemnización por no pago de intereses a las cesantías: $310.043

d. Prima de servicios: $2.583.694.

e. Compensación por vacaciones: $1.178.399.

f.    Prima de navidad: $1.039.618.

g. Prima de vacaciones: $1.967.983.

QUINTO. CONDENAR a la EMPRESA DE ACUEDUCTO Y ALCANTARILLADO DE PEREIRA S.A ESP a reconocer y pagar a favor de la demandante la suma de $7.765.722 por concepto de indemnización por despido sin justa causa.
SEXTO. CONDENAR a la EMPRESA DE ACUEDUCTO Y ALCANTARILLADO DE PEREIRA a reconocer y pagar a favor de la actora la suma de $27.139.770 por concepto de sanción por no consignación de las cesantías causadas en el año 2010.

SEGUNDO. CONFIRMAR en todo lo demás la sentencia proferida el 13 de mayo de 2015.
Sin costas en esta instancia.
Notificación surtida en estrados.

No siendo otro el objeto de la presente audiencia, se eleva y firma esta acta por las personas que en ella han intervenido.
Quienes Integran la Sala,

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Ponente
FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES
    OLGA LUCIA HOYOS SEPULVEDA
ALONSO GAVIRIA OCAMPO
� Rad.No.18253 del 28 de febrero de 2003. M.P. Luis Javier Osorio López.


� Rad.No.18253 del 28 de febrero de 2003. M.P. Luis Javier Osorio López.
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